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ASUNTO A DECIDIR
Procede esta Sala a resolver el recurso de apelación instaurado por la doctora REGINA SANCHEZ LEON, en su condición de Juez  2 Promiscuo Municipal de Facatativá contra la sentencia proferida el 30 de septiembre de 2010, por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Cundinamarca, hoy Bogotá D.C con ponencia del doctor ALVARO LEON OBANDO MONCAYO, en la cual le impuso sanción de suspensión por el término de un (1) mes en el ejercicio del cargo, y la consiguiente inhabilidad para ejercer funciones públicas por el mismo plazo, al hallarla responsable de incurrir en la falta descrita en el numeral 1 del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, en concordancia con los artículos 1 y 3 del Acuerdo 3560 de 2006 y Acuerdo 3585 de 2006.
DE LA CONDUCTA INVESTIGADA

Mediante oficio SACUN08-8181 del 24 de Diciembre de 2008, la doctora MARÍA LEONOR VILLAMIZAR CORZO, en su condición de Magistrada de la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura de Cundinamarca, informó irregularidades frente al nombramiento de la señora GERARDINA PEÑA MORA y DIDIERTH ALEXANDER GONGORA PERALTA, en los cargos de secretaría y oficial Mayor del Juzgado 2 Promiscuo Municipal de Facatativá, sin el lleno de los requisitos que exigen los acuerdos No. 3560 y 3585 de 2006 expedidos por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura.

ACTUACIÓN PROCESAL Y PRUEBAS RECAUDADAS

1.-Mediante auto del 23 de febrero de 2009, se dispuso la iniciación de la indagación preliminar contra la Juez 2 Promiscuo Municipal de Facatativá, en la cual se decretaron la práctica de algunas pruebas.

2.- El Juzgado 2 Promiscuo Municipal de Facatativá, remitió mediante oficio No. 0272 las hojas de vida de los señores DIDIERTH ALEXANDER GONGORA y GERARDINA PEÑA MORA, para que obraran dentro del expediente.

3.- Acuerdo de nombramiento y certificado de tiempo de servicios, de la doctora REGINA SANCHEZ LEON, en su condición de Juez Promiscuo Municipal de Facatativá, hoy Juzgado 2 Penal Municipal de la misma localidad, allegados por expedida por la Secretaría del Tribunal Superior de Cundinamarca
.

4.- Mediante proveído del 1 de julio de 2009, ordenó la Apertura de Investigación Disciplinaria contra la funcionaria investigada por la presunta trasgresión de los deberes consagrados en los numerales 1 y 2 del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, además de la prohibición contemplada en el numeral 18 del artículo 35 de la Ley 734 de 2002, lo anterior teniendo en cuenta que de las pruebas aportadas al plenario la Funcionaria investigada nombró y dio posesión en cargos públicos a personas que reunían los requisitos contrariando los acuerdos No. 3560 y 3585 de 2006, expedidos por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura.

5.- El 24 de agosto de 2009, la doctora REGINA SANCHEZ LEÓN, rindió versión libre, en la cual manifestó que en el Juzgado donde ella labora se venía desempeñando en propiedad como secretario la señora Nidia Prieto quien pidió un mes de licencia, ampliándola por un mes más, para posteriormente presentar su renuncia, ante tal circunstancia la funcionaria solicitó al Consejo Superior de la Judicatura para que remitiera lista de elegibles, recibiendo como respuesta que “no existía registro Seccional de elegibles por opción de sede para proveer por el sistema de concurso los citados cargos”, ante tal situación y teniendo en cuenta la experiencia por más de 25 años en la Rama Judicial de la señora GERARDINA PEÑA MORA, la nombró en encargo mientras conseguía la persona que reuniera los requisitos para ocupar dicho cargo en provisionalidad, prorrogando su nombramiento pues tenía una operación y su incapacidad era de 30 días y la señora Gerardina era una persona de su confianza, igualmente debido a que el sustanciador de su Despacho renunció, se vio avocada a nombrar a DIDIER ALEXANDER como Oficial Mayor, quien se venía desempeñando en su Despacho como sustanciador Ad-Honoren, desempeñando una función excelente, por lo tanto lo nombró en provisionalidad.

Adujó que posteriormente se presentó una persona con los requisitos para ocupar el cargo de secretario, quien fue nombrado en el cargo, pero luego este renunció, nombrando posteriormente a la señora Francy Rodríguez Alvarado, reuniendo también los requisitos del Acuerdo, es decir que ha sido respetuosa de las directrices del Consejo Superior de la Judicatura, a quien se le consultó si podía nombrar a la señora Gerardina, pero no se obtuvo respuesta concreta y lo que tenía claro para ese entonces es que en encargo si se podía nombrar sin el lleno de los requisitos legales y erradamente se apoyó en ese criterio, por lo tanto no se le puede sancionar por haber nombrado en encargo por tres meses, pues era una persona de su absoluta confianza .

6.- Por auto del 15 de septiembre de 2009, se realizó una aclaración en la parte resolutiva del auto de apertura de investigación del 1 de julio de 2009, respecto a que se anotó mal el nombre de la funcionaria que se estaba Investigando.

7.- El 1 de octubre de 2009 se recepcionaron las declaraciones de la señora Gerardina Peña Mora y el señor Didierth Alexander Gongora Perilla.

8.-El pliego de cargos:La Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Cundinamarca, hoy Bogotá, con ponencia del doctor  ÁLVARO LEÓN OBANDO MOMCAYO, e integrada la Sala con el doctor RAFAEL VELEZ FERNANDEZ, en decisión dictada el 28 de enero de 2010, profirió pliego de cargos contra la doctora REGINA SANCHEZ LEON en su condición de Juez2 Promiscua Municipal de Facatativa
, por la presunta incursión en la falta descrita en el numeral 1 del artículo 153 de la Ley 270 de 1996 en concordancia con el artículo 1 del Acuerdo 3560 de 2006 y 8 del Acuerdo 3585 de 2006, en lo pertinente a los requisitos mínimos para aplicar a los cargos de Secretario y Oficial Mayor o Sustanciador de Juzgado Municipal, pues consideró que del material obrante en el plenario como lo son las hojas de vida de los designados, es así que en el caso de la señora GERARDINA PEÑA MORA, acredita una experiencia de más de 22 años ininterrumpidos, desempeñando varios cargos cumpliendo así con uno de los requisitos exigidos para ocupar el cargo de Secretaría de Juzgado Municipal, sin embargó no acredita el título de profesional del derecho, requisito necesario para ocupar este cargo.
Respecto al señor DIDIERTH ALEXANDER GÓNGORA PERILLA, se encontró que termino materias en  la carrera de derecho el 14 de diciembre de 2007, iniciando su práctica jurídica el 12 de febrero de 2008 en el Juzgado Primero Promiscuo Municipal de Facatativá, hasta el 1 de agosto de 2008, evidenciándose una inobservancia   de la norma citada, ya que si bien es cierto el designado cumplía con el requisito de terminación de materias no ocurrió lo mismo respecto a la  de experiencia laboral, pues solo acreditaba 6 meses cuando para dicho cargo se requería de 1 año.

9.- Alegatos de la funcionaria investigada: manifestó que ene l Juzgado para el cual laboraba se le presentaron asuntos de índole personal, así como también la solicitud de permiso de su secretaría Nidia Prieto y la renuncia del oficial mayor que estaba en provisionalidad, por lo tanto en uso de sus facultades nombró en encargo como secretaría del Despacho a la señora Gerardina Peña Mora y a Didierth Alexander Góngora Perilla como oficial mayor, quien fue nombrado en provisionalidad.

Adujo que tales nombramientos los hizo porque se trataba de personas de su absoluta confianza, además contaban con experiencia, pulcritud personal y laboral que le permitieron desarrollar sus labores con decoro y denuedo, igualmente se hicieron teniendo en cuenta que no se contaba con una  lista de elegibles, es decir que no hubo desconocimiento frente a ese aspecto.

Afirma que cuando realizaban las visitas a su Despacho en Puli, nunca se le recriminó el hecho de que su secretario no fuera abogado, lo que la indujo a que podía aplicar las equivalencias al momento de designar a la señora GERARDINA, con más de 22 años de experiencia en la Rama Judicial y al señor PERILLA GONGORA, quien ya había terminado sus materias en derecho y con la judicatura en su despacho.

Manifestó que no aceptaba los cargos, pues no incurrió en ninguna falta disciplinaria, teniendo en cuenta que con la renuncia de la señora NIDIA PRIETO, al cargo de secretaria, se debía designar a alguien en el cargo mientras llegaban las listas de elegibles, igualmente se debe tener en cuenta que surgieron frente a este caso dos circunstancias totalmente diferentes, pues en un inicio la señora Nidia Prieto presentó solicitud de licencia no remunerad por un mes, posteriormente renuncio siendo esta otra situación administrativa totalmente diferente, por ello el segundo nombramiento de la señora Gerandina Peña se prorrogo por un mes más, además se debe tener en cuenta que en el régimen del empleado oficial las equivalencias no han sido revocadas como tampoco la Ley 270 de 1996, articulo 3, igualmente no entiende porque la quieren sancionar dos veces cuando su calificación en organización del Despacho ha sido de 13 puntos y con la designación de tales empleados no afecto ni puso en peligro la Administración de Justicia.
10.- El fallo apelado: Mediante providencia del 30 de septiembre de 2010, la Sala A Quo resolvió sancionar a la doctora REGINA SANCHEZ LEON, en su condición de Juez 2 Promiscua Municipal de Facatativa, hoy Juez 2 Penal Municipal de Facatativá con SUSPENSIÓN en el ejercicio del cargo por el término de un (1) mes, por el  incumplimiento del deber consagrado en el numeral 1 del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, en concordancia con los artículos 1 y 3 del acuerdo 3560 de 2006 y 8 del acuerdo 3585 de 2006, 
 argumentando que:

“con el material probatorio que milita en el informativo se tiene plenamente acreditado que la doctora REGINA SANCHEZ LEON, se desempeñó como Juez 2 Promiscuo Municipal de Facatativá y ejerciendo dicho cargo efectuó los siguientes nombramientos y posesiones:

1. El de la señora GERARDINA PEÑA MORA, como secretaría de ese Despacho Judicial, en encargo, en cuatro oportunidades, quien fue contratada por la funcionaria por su destacada experiencia laboral en la Rama Judicial, pero no acreditaba título profesional, por lo tanto los argumentos efectuados por la Juez no pueden calificarse como eximentes de responsabilidad, pues no se trató de una fuerza mayor o caso fortuito tal designación, si se tiene en cuenta que la titular de dicho cargo 
al tenor de lo previsto en el artículo 153 de la Ley 270 de 1996, tenía el deber de permanecer en el desempeño de sus funciones mientras no se hubiese hecho cargo de ellas la persona que la iba a remplazar, por lo tanto lo que debió hacer la funcionaria fue poner en conocimiento ante la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura de Cundinamarca, las circunstancias que se estaban presentando frente a ese cargo, es decir que no es admisible que la funcionaria se hubiese limitado a solicitar la lista de elegibles en la fecha q aceptó la renuncia de la titular, al contrario desatendió un deber constitucional, pues siempre tuvo conocimiento de los requisitos previos en los acuerdos que son norma especial, igualmente la funcionaria no tuvo en cuenta que a pesar de que el cargo de secretaria se encontraba vacante, nombró en encargo, ignorando que en esos eventos la Ley prevé que las vinculaciones deben realizarse en propiedad o en su defecto en provisionalidad.

Por lo anterior no se haya justificada el proceder de la funcionaria investigada frente a la designación de la señora GERARDINA PEÑA MORA, como secretaria del Juzgado 2 Penal Municipal de Facatativá, pues omitió el cumplimiento de los requisitos establecidos por la Ley y los Reglamentos para su vinculación.

2. En  relación con la designación del señor DIDIERTH ALEXANDER GÓNGORA PERILLA, como sustanciador del Despacho, no son validad las excusas dadas por la funcionaria investigada al manifestar que se trataba de una persona de su entera confianza, quien había  realizado la judicatura en su Despacho, pues igualmente desconoció lo establecido en el artículo 153 de la Ley 270 de 1996.

Igualmente no es válido lo manifestado por la funcionaria respecto al hecho de que la designación se debió porque así se lo indicó la pagadora, pues debe tenerse en cuenta que ella no es superior inmediato y de otra parte para hacer un nombramiento, como autoridad nominadora, tenía  que sujetarse únicamente a lo dispuesto por la Ley y los Reglamentos que regulaban la materia para la época de los hechos, por lo tanto dicha funcionaria debió abstenerse de designar personas que no cumplían con los requisitos.

La conducta merecedora de reproche disciplinario por la cual fue procesada la encartada es grave dolosa, en la medida que implicó el incumplimiento del deber consagrado en el numeral 1 del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, en concordancia con los artículos 1 y 3 del Acuerdo 3560 de 2006 y 8 del Acuerdo 3585 de 2006.
11.- Recurso de apelación: Inconforme con la anterior decisión la investigada, en escrito reiteró los argumentos expuestos a lo largo de la presente investigación e insistió en la solicitud de revocatoria de la decisión de primera instancia o en su defecto la atenuación, teniendo en cuenta que con su actuar no lesiono o puso en peligro la labor de la Administración de Justicia, pues los nombramientos que realizó de la señora Gerardina Peña Mora y  el señor Didierth Alexander Góngora Perilla no afectaron o se puso en peligro el bien protegido por la Ley disciplinaria.
Manifestó que se le pudo haber advertido que el nombramiento  sin el lleno de los requisitos de Ley se erige en un incumplimiento a un Acuerdo del Consejo Superior de la Judicatura, tratándosele con desigualdad frente a otros jueces de la Republica, pues no obro con dolo toda vez que las equivalencias no se habían declarado exequibles o nulas, aún están en la Ley,

Igualmente no se puede hablar de falta disciplinaria cuando se incumplen los preceptos de un acuerdo, pues en materia disciplinaria debe prevalecer el principio de legalidad de la sanción disciplinaria, pues en dicha norma no se prohíbe en nombramiento en encargo, ni tampoco se hace referencia a que la persona encargada deba cumplir los mismo requisitos exigidos para un funcionario en carrera, por lo tanto considera que el hecho de no cumplir el acuerdo se puede sancionar con un llamado de atención o una amonestación.

Adujó que su labor como Juez de la Republica siempre la ha desempeñado con honestidad y deudeno, por lo tanto no pudo haber obrado con dolo cuando con dichas actuaciones no se vieron afectadas de manera negativa mientras estuvieron laborando las personas a quien ella nombró, de la misma manera no se puede hablar de dolo porque no se desconoció la lista de elegibles, pues tuvo el cuidado de designar a personas de su absoluta confianza y la labor no se vio truncada con tales nombramientos.

La disciplinada en su escrito trae cita varias sentencias de la Corte Constitucional que hacen mención a los principios legalidad, tipicidad, proporcionalidad y lesividad, en  materia disciplinaria.

TRAMITE EN SEGUNDA INSTANCIA

Mediante auto del 21 de febrero de 2011, se avocó conocimiento de la presente actuación, a la vez que se dispuso correrle traslado al representante del Ministerio Público y allegar por la secretaria de la Sala si contra la doctora REGINA SÁNCHEZ LEÓN, existe alguna otra investigación por los mismos hechos.

Conforme constancia, la secretaria de esta sala, hizo constar que contra la doctora REGINA SÁNCHEZ LEÓN, en su calidad de Juez Segunda Promiscua Municipal de Facatativá, certificó que por estos mismos hechos no cursa investigación contra citado funcionario judicial.

CONSIDERACIONES
1.- Competencia:

La Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura es competente para conocer del presente asunto, en virtud de lo previsto en el artículo 256 numeral 3 de la Constitución Política y el artículo 112 numeral 4 de la Ley 270 de 1996, en armonía con el artículo 194 de la Ley 734 de 2002, correspondiendo conocer a esta Corporación de los recursos de apelación, así, como del grado jurisdiccional de consulta en los procesos disciplinarios que conocen en primera instancia las Salas Jurisdiccionales de los Consejos Seccionales de la Judicatura.

En virtud de la competencia antes mencionada, procede la Sala a emitir pronunciamiento que en derecho corresponde, con apoyo en el material probatorio obrante en el informativo y a la luz de las disposiciones legales que atañen al tema a debatir.

La Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, es competente para conocer y decidir este recurso de apelación de conformidad con el mandato establecido en el artículo 256 numeral 3º de la Constitución Política, en concordancia con el artículo 112 numeral 4º de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, y en armonía con el artículo 194 del Código Disciplinario Único.

La investigada doctora REGINA SANCHEZ LEON, en su calidad de Juez 2 Promiscua Municipal de Facatativa según el fallo de primera instancia, fue sancionada con suspensión en el ejercicio del cargo por el término de Un (1) mes, como responsable al incumplir el deber contenido en el numeral 1 del artículo 153 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia en concordancia  con los artículos 1 y 3 del Acuerdo 3560 de 2006 y 8 del artículo 3585 de 2006, que establece:

ARTÍCULO 153: Son deberes de los funcionarios y empleados, según corresponda, los siguientes:

1. Respetar, cumplir y, dentro de la órbita de su competencia, hacer cumplir la Constitución, las leyes y los reglamentos.

3. Se entiende por experiencia los conocimientos, las habilidades y las destrezas adquiridos o desarrollados mediante el ejercicio de una profesión, ocupación, arte u oficio.

DEL ACUERDO No. PSAA-3560 DE 2006 

ARTÍCULO PRIMERO. Modificar y adecuar los requisitos de los empleados de Tribunales, Juzgados y Centro de Servicios Administrativos de la siguiente forma:

“…. Oficial Mayor o Sustanciador de Juzgado Municipal: Terminación y aprobación de todas las materias del pensum académico que conforman la carrera de derecho y un (1) año de experiencia relacionada o haber aprobado tres (3) años de estudios superiores en derecho y tener tres (3) años de experiencia relacionada.

Secretario de Juzgado Municipal: Título profesional en derecho un (1) año de experiencia relacionada….”

DEL ACUERDO No. PSAA06-3585 DE 2006

“….ARTICULO OCTAVO. En consecuencia, los cargos de carrera de los Tribunales, Juzgados y Centros de Servicios Administrativos de la Rama Judicial, de conformidad con la denominación y requisitos mínimos que se señalan, se clasifican así:

Nivel Administrativo-Secretario de Juzgado Municipal y equivalentes: Título profesional en derecho y un (1) año de experiencia relacionada.

Nivel Asistencial-Oficial Mayor o Sustanciador de Juzgado Municipal: Terminación y aprobación de todas las materias del pensum académico que conforman la carrera de derecho y un (1)año de experiencia relacionada o haber aprobado tres (3) años de estudios superiores en derecho y tener tres (3) años de experiencia relacionada….”

2.-Problema jurídico.

En concreto, la Sala considera que el problema jurídico a dilucidar consiste en  determinar si existe o no falta disciplinaria en el comportamiento de la funcionaria investiga REGINA SANCHEZ LEON, al haber nombrado a la señora Gerardina Peña Mora como secretaria y al señor Didierth Alexander Góngora Perilla como sustanciador del Juzgado2 Promiscuo Municipal de Facatativá, sin que estos cumplieran a cabalidad con los requisitos que se exigen para dichos cargos, y que se encuentran plasmados en los en los Acuerdos PSAA-3560 y 3585 de 2006, expedidos por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura.
3.- Del caso en concreto 

En cuanto a la materialidad de la falta y los argumentos expuestos por la encartada a lo largo de la presente investigación, para esta Sala no son de recibido, teniendo en cuenta, que su justificación la pretende soportar en la experiencia laboral de la señora Gerardina Peña Mora y el hecho de que el señor Dierth Alexander Góngora Camargo ya había terminado materias y había realizado la judicatura en su Despacho y por lo tanto podían ocupar los cargos de secretaria y oficial mayor cuando en general las probanzas arrimadas al plenario, en primera medida demuestran que la funcionaria investigada realizó  los siguientes nombramientos, a la señora REGINA PEÑA MORA:

· El 1 de agosto de 2008, mediante Resolución No.004 como secretaría grado 9° del Juzgado 2 Penal Municipal de Facatativá, concediendo licencia no remunerada a la señora Nidia Prieto de Laguna.

· Mediante Resolución No.005 del 1 de septiembre de 2008, mediante la cual concede un (1) mes de licencia no remunerada a la señora Nidia Prieto de Laguna y nombra en encargo a la señora Gerardina Peña Mora

· Mediante Resolución No.006 del 1 de octubre de 2008, en la cual aceptó la renuncia de la secretaría titular, declaró vacante el cargo y volvió a nombrar a la señora Gerardina Peña Mora por el término de un (1) mes.

· Por medio de Resolución No.007 del 30 de octubre de 2007, se nombró en encargo a la señora Gerardina Peña Mora, por el término de un (1) mes.

Igualmente frente al nombramiento del señor DIDIERTH ALEXANDER GÓNGORA PERILLA, obra en el plenario Resolución No.003 del 1 de agosto de 2008 por medio del cual nombró como oficial mayor del Despacho. 

Teniendo en cuenta lo anterior, además de la documentación obrante en las hojas de vida de los anteriores mencionados, se pudo establecer que en primer lugar la señora GERARDINA PEÑA MORA, aunque acreditaba una amplia experiencia laboral en la Rama Judicial, no contaba con el título profesional como lo exige el artículo 1 del Acuerdo No. PSAA06-3560, igualmente respecto a la situación del señor DIDIERTH ALEXANDER GONGORA PERILLA, quedo demostrado que el mismo no cumplía con uno de los requisitos para ocupar el cargo de oficial mayor, es decir acreditar como mínimo un (1) año de experiencia, siendo dichas designaciones contrarias a la Ley.

En el recurso de alzada, la funcionaria investigada adujó que se le debió haber advertido que dichos nombramientos no reunían los requisitos de Ley, argumentó que no es válido para esta Sala, teniendo en cuenta que los jueces del territorio colombiano deben tener conocimiento y estar al tanto de cuáles son las normas y requisitos que deben aplicar para realizar cada uno de los nombramientos de sus despachos.

Igualmente argumenta la funcionaria que el hecho de incumplir un Acuerdo no genera falta disciplinaria teniendo en cuenta el principio de legalidad, frente a este argumento es necesario precisar que los Acuerdos emitidos por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura son de obligatorio cumplimiento teniendo en cuenta el numeral 12 del artículo 85 del Estatuto de la Administración de Justicia, el cual establece lo siguiente:

ARTICULO 85.- corresponde a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura :

“(…)

12. Dictar reglamentos relacionados con la organización y funciones internas asignadas a los distintos cargos.

(…)”

De la misma manera se debe tener en cuenta que la Constitución Política de Colombia en el numeral 3 del artículo 257 establece:

ARTICULO 257.- Con sujeción a la Ley, el Consejo Superior de la Judicatura, cumplirá las siguientes funciones:

“(…)

3. Dictar los reglamentos necesarios para el eficaz funcionamiento de la Administración de Justicia, los relacionados con la organización y funciones internas asignadas a los distintos cargos y la regulación de los trámites judiciales, administrativos que se adelanten en los Despachos Judiciales, en los aspectos no previstos por el legislador

(…)”

Teniendo en cuenta lo anterior es claro que en ningún momento se ha desconocido el principio de legalidad como lo quiere hacer ver la funcionaria investigada, pues todo servidor público está en la obligación de acatar las órdenes superiores que sean emitidas por funcionario competente, es decir que los Acuerdos que expida la Sala Administrativa de esta Corporación son de obligatorio cumplimiento y su desconocimiento acarrea sanción disciplinaria.

Respecto al argumento aducido por la funcionaria en cuanto a que su conducta no fue dolosa, es necesario precisar que dicha falta fue  imputada a título de dolo, teniendo en cuenta la gravedad de la conducta, pues la misma se cometió con conocimiento de causa, es decir que no eran desconocidos por la investigada los Acuerdos de la Sala Administrativa de esta corporación, en los cuales se mencionaban los requisitos para nombrar al secretario y oficial mayor del Despacho los cuales eran de obligatorio cumplimiento.

Así las cosas, de conformidad con el artículo 196 del Código Disciplinario Único –Ley 734 de 2002-, constituye falta disciplinaria y da lugar a acción e imposición de la sanción correspondiente el incumplimiento de los deberes y prohibiciones, la incursión en las inhabilidades, impedimentos, incompatibilidades y conflictos de intereses previstos en la Constitución, en la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia y demás leyes.

Además el Código Disciplinario Único, señala que los funcionarios judiciales son destinatarios de la Ley Disciplinaria, cuando en ejercicio de sus funciones o con ocasión de las mismas, incurran en falta disciplinaria, por acción u omisión, en forma dolosa o culposa, en orden al incumplimiento de los deberes, el abuso o extralimitación de los derechos y funciones, impedimentos, inhabilidades y conflictos de intereses, comportamientos que, por las circunstancias anotadas, pueden ser gravísimos, o calificados como graves o leves.

La conducta de los funcionarios que administran justicia, frente a las normas supuestamente infringidas, se debe adecuar en los tipos establecidos en la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, por ser especial y de superior jerarquía, acorde con lo establecido en el artículo 195 del Código Disciplinario Único.

Ahora bien teniendo en cuenta que a la funcionaria investigada en el pliego de cargos se le imputó la falta descrita en el numeral 1 del artículo 153  de la Ley 270 de 1996, en concordancia con el artículo 1 del Acuerdo 3560 de 2006 y 8 del Acuerdo 3585 de 2006,  dicha circunstancia no guarda concordancia con la sentencia apelada, pues en esta se le sancionó también por haber incumplido el artículo 3 del acuerdo 3560 de 2006, sin que durante todo el curso del proceso se hubiese hecho referencia a la comisión de esa falta ,  ni tomar ninguna decisión al respecto.
Al respecto, ha considerado la jurisprudencia: 

“El principio de congruencia o consonancia entre el fallo y la acusación, constituye una de las garantías que orienta el debido proceso y el derecho de defensa y como tal impone que entre tales actos procesales deba existir una adecuada relación y correspondencia en sus tres aspectos básicos: personal, fáctico y jurídico. La congruencia personal alude a la conformidad que debe existir entre los sujetos a que se refiere la acusación y aquellos a que se contrae la sentencia. La fáctica, a la identidad entre los hechos, conductas y las circunstancias definidas en la acusación, y los que sirven de sustento al fallo. Y, la jurídica, a la correspondencia entre la calificación o juicio que de los hechos se hace frente a su regulación jurídica, que contiene la acusación y la que preside la sentencia.

Las dos primeras (congruencia personal y fáctica) son absolutas. Es decir que los sujetos y los supuestos fácticos de la sentencia deben ser necesariamente los mismos de la acusación. La jurídica, en cambio, es relativa, pues nuestra legislación en materia penal le permite al juez condenar por una especie delictiva distinta de la imputada en la acusación, siempre que pertenezca al mismo género y la situación del procesado no resulte afectada con una sanción mayor.

Para la Corte Suprema de Justicia, la falta de congruencia entre la sentencia y la resolución de acusación, es un error que afecta el debido proceso. ….’.” (M. P. Jorge Aníbal Gómez Gallego, radicación número 16.150).

Y es que el debido proceso como principio rector, fue considerado por el constituyente como un derecho de carácter sustancial, otorgándole rango superior en el artículo 29 de la Constitución Nacional, el cual dispuso en su inciso 1º:

“El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas”.

En el anotado orden de ideas es preciso señalar que nos encontramos ante una irregularidad sustancial, pues el defecto que se presenta en el asunto bajo examen tiene un importante alcance invalidatorio, dada su estrecha relación con el debido proceso, pues cada una de las etapas al interior de la actuación disciplinaria obedece a una función específica, a fin de determinar tanto los presupuestos fácticos como jurídicos, que se tengan comprobados en el proceso, por lo tanto  frente al supuesto incumpliendo por parte de la funcionaria del artículo 3 del Acuerdo 3560 de 2006, esta Sala absolverá, teniendo en cuenta las precisiones anteriormente expuestas.

Por otra parte, el artículo 13 del Código Disciplinario Único establece dos formas de responsabilidad, a saber, a título de dolo o culpa, y en lo relativo a la culpabilidad esta norma rechaza la responsabilidad objetiva,  en el presente caso, la seccional de instancia  en el pliego de cargos, imputó a la doctora REGINA SÁNCHEZ LEÓN, la presunta incursión en el incumplimiento del deber establecido en el numeral 1 del artículo 153 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia  en concordancia con el artículo 1 del Acuerdo 3560 de 2006 y 8 del Acuerdo 3585 de 2006, como grave dolosa, porque la juez conoce la ley y debe cumplirla, y  la funcionaria no oriento su voluntad a ceñirse a los postulados establecidos para el nombramiento de sus colaboradores, estando en posibilidad de hacerlo, por el conocimiento que tiene de ella y la capacidad jurídica con la que cuenta, comportamiento que establece como sanción la suspensión en el ejercicio del cargo e inhabilidad especial, acorde con lo establecido en el numeral 2 del artículo 44 de la ley 734 de 2002, es así que el seccional de instancia  impuso sanción de suspensión en el ejercicio del cargo por el término de un (1) mes, y la consiguiente inhabilidad especial,  para las faltas graves dolosas; si bien es cierto respecto al artículo 3 del Acuerdo 3560 de 2006, se emitirá fallo absolutorio, se confirmara la sanción impuesta por la Primera Instancia, teniendo en cuenta la gravedad de la conducta, pues la funcionaria investigada hizo caso omiso a los requisitos establecidos para realizar los nombramientos de secretario y oficial mayor del juzgado,  es decir que esta Sala confirmará el fallo sancionatorio contra la doctora REGINA SÁNCHEZ LEÓN, en su calidad de Juez Promiscua Municipal de Facatativá, en atención a que no puede hacerse más gravosa la sanción de la recurrente en virtud a la prohibición de la reformatio in pejus consagrada en el inciso 2 del artículo 31 de la Constitución Política de Colombia.

En mérito de lo expuesto, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, administrando justicia en  nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE
PRIMERO. MODIFICAR la sentencia apelada y proferida el 30 de septiembre, por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Cundinamarca, en contra de la doctora REGINA SÁNCHEZ LEÓN, identificada con cédula de ciudadanía No. 51.830.638 en su condición de Juez Promiscua Municipal de Facatativá, para en su lugar: ABSOLVERLA de la falta del numeral 3 del Acuerdo 3560 de 2006, conforme a los argumentos expuestos en la parte motiva de esta sentencia..

SEGUNDO. CONFIRMAR la responsabilidad disciplinaria de la doctora REGINA SÁNCHEZ LEÓN, en su condición de Juez Promiscua Municipal de Facatativá, respecto del incumplimiento del deber previsto en el numeral 1 del artículo 153 de la Ley 270 de 1996, en concordancia con los artículos 1 del Acuerdo 3560 de 2006 y 8 del Acuerdo 3585 de 2006, IMPONER SANCIÓN DE SUSPENSIÓN del cargo por el término de UN (1) MES, y la consiguiente inhabilidad para ejercer funciones públicas por el mismo plazo, conforme los argumentos puntualizados en la parte considerativa de esta providencia.

TERCERO. NOTIFICAR personalmente esta decisión a la disciplinada, la cual se realizara por parte de la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Cundinamarca. Comuníquese la sanción a la Sala Administrativa de del Consejo Superior y Seccional de la Judicatura de Cundinamarca, a la Procuraduría General de la Nación y al Tribunal Superior de Cundinamarca, tal como se dispuso en la parte considerativa de esta decisión y por la Secretaria Judicial, líbrense las comunicaciones pertinentes y devuélvanse las diligencias al Seccional de origen.
CUARTO: contra esta decisión no procede recurso alguno. 
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